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tampoco es a notable, dado el carácter de «numerus clausus» de las ano-

taciones preventivas en el Registro de la Propiedad, consagrado en el último

párrafo del artículo 42, como reiteradamente tiene declarado la Dirección

General de los Registros y del Notariado en Resoluciones de 1 de abril

de 1991 y 9, 10 y 11 de diciembre de 1992, entre otras.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía confirmó

la nota del Registrador fundándose en los mismos argumentos expuestos

por el Registrador en su informe.

VI

El Abogado del Estado recurrente apeló el auto presidencial, mante-

niéndose en sus alegaciones, y añadió: 1.o Que el artículo 37.3 de la Ley

General Tributaria prevé la posibilidad de que antes de dictarse el acto

administrativo de derivación de responsabilidad, puedan adoptarse las

pertinentes medidas cautelares respecto de esos responsables subsidiarios;

lo cual está en íntima conexión con lo que con carácter subsidiario establece

el artículo 72 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-

cas y Procedimiento Administrativo Común. 2.o Que sería absurdo exigir

que en el Reglamento General de Recaudación o en la Ley de Procedimiento

Administrativo se enumeren exhaustivamente todas las medidas cautelares

posibles, pues el único límite que en materia de medidas cautelares impone

la ley es el derivado del artículo 72.2 de la Ley de Régimen Jurídico de

las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común. Que

resulta evidente que el embargo preventivo de un bien inmueble, siempre

que en el Registro se haga constar el carácter de medida cautelar con

la que la traba se practica, no causa perjuicio alguno al dueño del inmueble.

Que el embargo preventivo de un inmueble es una de las medidas que,

por encajar plenamente en el concepto de medidas provisionales que uti-

lizan los artículos 71.1 de esa Ley y 37.3 de la Ley General Tributaria,

puede decretarse contra los responsables subsidiarios del pago de una

deuda tributaria, aún antes de que el acto de derivación de responsabilidad

se haya dictado. 3.o Que no constituye argumento en contra que ni el

Reglamento General de Recaudación ni la Ley General Tributaria prevean

expresamente la medida cautelar del embargo preventivo; 4.o Que aun

cuando al amparo del artículo 42.10 de la Ley Hipotecaria se entendiera

que en materia de anotaciones preventivas rige en el sistema de «numerus

clausus», en rigor lo que dicho sistema exige es que la práctica de la ano-

tación preventiva venga amparada por una ley, pero no que la medida

cautelar que con la anotación cobra relevancia registral venga nomina-

tivamente recogida en una ley.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 42 de la Ley Hipotecaria, 25 y 140 de su Reglamento;

14 de la Ley General Tributaria; 72 de la Ley de Régimen Jurídico de

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,

y 14 del Reglamento General de Recaudación y Resoluciones de 19 y 20

de mayo de 1998:

1.o El problema planteado en el presente recurso es el de, si, antes

de derivar la acción al responsable subsidiario de un tributo, es posible,

como medida cautelar, tomar anotación de embargo preventivo sobre bie-

nes de dicha persona, a quien se ha notificado el procedimiento.

2.o El artículo 72 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administra-

ciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común faculta a la Admi-

nistración para tomar medidas provisionales, y el artículo 37 de la Ley

General Tributaria requiere que, para hacer derivar la acción al responsable

subsidiario, se realice un procedimiento administrativo, dictado con

audiencia del interesado y la previa declaración de fallido del sujeto pasivo.

3.o No obstante, el citado artículo 37 de la Ley General Tributaria

y el artículo 14 del Reglamento General de Recaudación permiten que,

aún antes de iniciar dicho procedimiento, el órgano de recaudación pueda

adoptar las medidas cautelares que procedan cuando existan indicios racio-

nales para presumir que se puede impedir la satisfacción de la deuda

tributaria.

4.o El único obstáculo para adoptar medidas provisionales radicaría

en que la medida adoptada produjera un perjuicio de difícil reparación,

conforme a lo establecido en el artículo 72 antes citado y, como bien

dice el recurrente, el embargo preventivo de un inmueble es una medida

menos traumática que el de cuentas corrientes, valores mobiliarios, etc.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto

declarando que procede la anotación preventiva solicitada, con revocación

de la nota de calificación y del auto presidencial.

Madrid, 6 de julio de 1998.—El Director general, Luis María Cabello

de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

MINISTERIO DE DEFENSA

18068 REAL DECRETO 1643/1998, de 17 de julio, por el que se
concede la Gran Cruz de la Real y Militar Orden de San
Hermenegildo al General de Brigada del Cuerpo General
de las Armas del Ejército de Tierra don Juan Yagüe Mar-
tínez del Campo.

En consideración a lo solicitado por el General de Brigada del Cuerpo

General de las Armas del Ejército de Tierra don Juan Yagüe Martínez

del Campo y de conformidad con lo propuesto por la Asamblea de la

Real y Militar Orden de San Hermenegildo,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la referida Orden, con antigüedad

de 2 de junio de 1998, fecha en que cumplió las condiciones reglamentarias.

Dado en Madrid a 17 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,

EDUARDO SERRA REXACH

18069 REAL DECRETO 1644/1998, de 17 de julio, por el que se
concede la Gran Cruz de la Real y Militar Orden de San
Hermenegildo al General de Brigada del Cuerpo General
del Ejército del Aire don José de Aza Díaz.

En consideración a lo solicitado por el General de Brigada del Cuerpo

General del Ejército de Aire don José de Aza Díaz y de conformidad con

lo propuesto por la Asamblea de la Real y Militar Orden de San Her-

menegildo,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la referida Orden, con antigüedad

de 20 de abril de 1998, fecha en que cumplió las condiciones reglamentarias.

Dado en Madrid a 17 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,

EDUARDO SERRA REXACH

18070 RESOLUCIÓN 423/38576/1998, de 3 de julio, de la Subse-
cretaría, por la que se dispone el cumplimiento de la sen-
tencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional (Sección Quinta), dictada en el recurso
número 165/1996, interpuesto por don Daniel Maldonado
González.

De conformidad con lo establecido en la Ley Reguladora de la Juris-

dicción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, dispongo

que se cumpla, en sus propios términos estimatorios, la sentencia firme

dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio-

nal (Sección Quinta), en el recurso número 165/1996, interpuesto por don

Daniel Maldonado González, sobre diferencias retributivas, Ley 35/1980.

Madrid, 3 de julio de 1998.—El Subsecretario, Adolfo Menéndez Menén-

dez.

Ilma. Sra. Subdirectora general de Costes de Personal y Pensiones Militares.

Unidad de Gestión de Mutilados.


